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Ref.: 
Revisión constitucional de la Ley 1663 del 16 de julio de  2013, “Por medio de la cual se aprueba el “TRATADO DE EXTRADICIÓN ENTRE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Y LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS”, suscrito en la ciudad de México, el 1º de agosto de 2011”.

    
Magistrado Ponente: MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO.
         
Expediente LAT-417.

       
Concepto 5685
El Ministerio Público procede a rendir concepto en el asunto de la referencia, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2o., y 278, numeral 5o., de la Constitución Política, concordantes con el artículo 7o. del Decreto 2067 de 1991.

1.
Preliminares 

Para cumplir con lo previsto en el artículo 241, numeral 10, de la Constitución, la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República remitió a la Corte Constitucional, el 18 de julio de 2013, copia auténtica de la Ley 1663 del 16 de julio de 2013, “Por medio de la cual se aprueba el “TRATADO DE EXTRADICIÓN ENTRE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Y LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS”, suscrito en la ciudad de México, el 1º de agosto de 2011”.

La Corte, por medio del Auto del 31 de julio de 2013, asume el conocimiento del presente asunto y ordena la práctica de algunas pruebas, pertinentes para verificar los antecedentes del instrumento internacional y de su ley aprobatoria.
2.
Análisis formal

El “TRATADO DE EXTRADICIÓN ENTRE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Y LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS” fue adoptado en ciudad de México el 1º de agosto de 2011. Por Aprobación Ejecutiva del 14 de marzo de 2012, el Presidente de la República de Colombia dispuso someter el citado tratado a la consideración del Congreso, para su discusión y aprobación, conforme a lo dispuesto en el artículo 150.16 de la Carta. 
Al no haber un trámite especial para las leyes aprobatorias de los tratados internacionales y su incorporación a la legislación interna, corresponde seguir el trámite previsto en los artículos 157, 158, 160 y 165 de la Carta para las leyes ordinarias, con la precisión de que, según el artículo 154 Superior, el proceso legislativo debe empezar en el Senado.

Vistos los documentos que obran en el expediente, se puede establecer que el proyecto de ley, radicado con los números 214 de 2012 en el Senado y 142 de 2012 en la Cámara, tuvo el siguiente trámite:

El proyecto de ley fue presentado por el Gobierno Nacional al Senado de la República el  23 de marzo de 2012, a través de los Ministros de Relaciones Exteriores, María Ángela Holguín Cuellar y de Justicia y del Derecho, Juan Carlos Esguerra Portocarrero.

El texto original del proyecto, junto con su respectiva exposición de motivos, aparecen publicados en la Gaceta del Congreso 96 del 23 de marzo de 2012. Con estas actuaciones se cumple con el requisito de presentación del proyecto (art. 154 C.P.) y con el requisito de publicación del proyecto antes de darle trámite en la comisión respectiva (art. 157.1 C.P.).

La ponencia favorable para primer debate en la Comisión Segunda del Senado fue presentada por la Senadora Alexandra Moreno Piraquive. Aparece publicada en la Gaceta del Congreso 209 del 8 de mayo de 2012.
El proyecto de ley fue inicialmente anunciado en la Comisión Segunda del Senado el 9 de mayo de 2012, como consta en el Acta 23 de esa fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 548 de 23 de agosto de 2012, en la cual se lee:
Anuncio de discusión y votación de proyectos de ley.

Por instrucciones de la Presidente de la Comisión Segunda del Senado de la República, anuncio de discusión y votación de proyectos de ley para la próxima sesión (Artículo 8º del Acto Legislativo número 01 de 2003).
(…)
2. Proyecto de ley número 214 de 2012 Senado, por medio de la cual se aprueba el “Tratado de Extradición entre la República de Colombia y los Estados Unidos Mexicanos”, suscrito en la ciudad de México, el 1º de agosto de 2011.

(…)

El señor Secretario Diego Alejandro González González, informa que están anunciados los proyectos de ley para la próxima sesión.

La señora Presidenta Alexandra Moreno Piraquive, se convoca a sesión para el martes a las 9:00 a.m…

Sin embargo, en la siguiente sesión del martes 15 de mayo de 2012 no se efectuó la discusión del proyecto de ley, tal como consta en el Acta No. 24 de la Sesión Ordinaria de la Comisión Segunda del Senado de esa fecha, publicada en la gaceta 548 del 23 de agosto de 2012 (páginas 17, 19 y 29), sino en la sesión del 14 de junio de 2012, según consta en el Acta No. 31 de Sesión Ordinaria de la Comisión Segunda del Senado de esa fecha, publicada en la Gaceta 549 del 23 de agosto de 2012 (página 50 a 57). De acuerdo a la certificación del 20 de agosto de 2013 suscrita por el Secretario General del Senado, la cadena de las fechas de los anuncios posteriores y las fechas en las cuales se llevaría a cabo la correspondiente votación son las siguientes:

· El anuncio se realizó el día 15 de mayo de 2012, según consta en el Acta No. 24 de esa fecha, publicada en la Gaceta 548 de 2012 (páginas 17, 19 y 29) y se convocó para el día siguiente 16 de mayo.

· El anuncio se realizó el día 16 mayo de 2012, según consta en el Acta 25 de esa fecha, publicada en la Gaceta 548 de 2012 (páginas 29, 37 y 38) y se convocó para el siguiente martes, que sería el 22 de mayo de 2012.

· El anuncio se realizó el día 22 mayo de 2012, según consta en el Acta 26 de esa fecha, publicada en la Gaceta 548 de  2012 (páginas 38, 41, 42 y 64) y se convocó para el día siguiente, que sería el 23 de mayo de 2012.

· El anuncio se realizó el día 23 mayo de 2012, según consta en el Acta 27 de esa fecha, publicada en la Gaceta 549 de 2012 (páginas 1, 27 y 28) y se convocó para el siguiente martes, que sería el 29 de mayo de 2012.

· El anuncio se realizó el día 29 mayo de 2012, según consta en el Acta 28 de esa fecha, publicada en la Gaceta 549 de  2012 (páginas 28, 35 y 36) y se convocó para el día siguiente 30 de mayo de 2012.

· El anuncio se realizó el día 30 mayo de 2012, según consta en el Acta 29 de esa fecha, publicada en la Gaceta 549 de 2012 (páginas 36 y 49) y se convocó para la siguiente sesión, que sería el 5 de junio de 2012.

· El último anuncio se realizó el día 13 junio de 2012, según consta en el Acta 30 de esa fecha, publicada en la Gaceta 21 de 2013 (páginas 1-3) y se convocó para el jueves 14 de junio de 2012. 
En efecto, el proyecto fue discutido y aprobado en la sesión del día 14 de junio de 2012, según consta en el Acta 31 de esa fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 549 del 23 de agosto de 2012. 
Así mismo, en la citada certificación el Secretario General de la Comisión Segunda del Senado afirma que la proposición final y la omisión de la lectura del articulado fueron sometidos a consideración, discusión y votación, siendo aprobado conforme al Acto Legislativo No. 01 de 2009, al artículo 129 del Reglamento del Congreso, modificado por el artículo 1 de la Ley 1431 de 2011, con votación nominal y pública de 7 votos afirmativos y 1 voto negativo. No hubo abstenciones.

La ponencia positiva para segundo debate en el Senado de la República fue presentada por el Senador Edgar Alfonso Gómez Román y publicada en la Gaceta del Congreso 579 de 2012. 

El proyecto fue anunciado para segundo debate en el Senado de la República el 4 de septiembre de 2012, como consta en el Acta 12 de esa fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 797 de 2012, en la que se lee: 
II

Anuncio de proyectos 

Por instrucciones de la Presidencia y, de conformidad con el Acto Legislativo 01 de 2003, por Secretaría se anuncian los proyectos que se discutirán y aprobarán en la próxima sesión.

Siguiente punto del Orden del Día es anuncio de proyectos, anuncio de proyectos para discutir y votar en la próxima sesión plenaria del honorable Senado de la República.

(…)

Proyecto de ley número 214 de 2012 Senado, por medio de la cual se aprueba el Tratado de Extradición entre la República de Colombia y los Estados Unidos Mexicanos, suscrito en la ciudad de México, el 1º de agosto de 2011.

(…)
Están anunciados los proyectos señor Presidente.

(…)

Siendo las 6:50 p. m., la Presidencia levanta la sesión y convoca para el día martes 11 de septiembre de 2012, a las 3:00 p. m.

El proyecto fue debatido y aprobado en la sesión plenaria que se llevó a cabo el día 11 de septiembre de 2012, como consta en el Acta 13 de la misma fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 798 de 2012. Según certificación expedida por el Secretario General del Senado de la República el 25 de febrero de 2013, el proyecto de ley fue aprobado en segundo debate con el lleno de los requisitos constitucionales, legales y reglamentarios, mediante votación ordinaria, conforme al artículo 129 de la Ley 5 de 1992, con un quórum de 92 votos afirmativos, cero negativos y cero abstenciones.
El texto definitivo aprobado en la plenaria del Senado de la República aparece en la Gaceta del Congreso 617 de 2012.

La ponencia positiva para primer debate en la Cámara de Representantes fue presentada por el Representante Eduardo José Castañeda Murillo. Aparece publicada en la Gaceta del Congreso 863 del 30 de noviembre de 2012 (páginas 5 a la 9).
El proyecto de ley fue anunciado para primer debate en la sesión del 20 de marzo de 2012, como se desprende de la certificación expedida por la Secretaría General de la Comisión Segunda de la Cámara de Representantes y se observa en el Acta 25 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso No. 388 del 7 de junio de 2013, en la que se lee: 

Hace uso de la palabra la Secretaria General de la Comisión Segunda, doctora Pilar Rodríguez Arias: 

Quinto. Anuncios de proyectos de ley para discusión y aprobación en primer debate en la próxima sesión de Comisión donde se discutan y aprueben proyecto de ley. Este anuncio es para dar cumplimiento al artículo 8º del Acto Legislativo número 01 de 2003.

 (…)

Proyecto de ley número 142 de 2012 Cámara, 214 de 12 Senado, por medio de la cual se aprueba el Tratado de Extradición entre la República de Colombia y los Estados Unidos Mexicanos, suscrito en la Ciudad de México, el 1º de agosto de 2011.

(…)

Agotado el Orden del Día se levanta la sesión para el día 3 de abril a las 9 de la mañana.

Según certificación expedida el 12 de febrero de 2013 por la Secretaria General de la Comisión Segunda de la Cámara de Representantes, la proposición positiva con que terminó el informe de ponencia, el articulado y el título del Proyecto de ley fueron debatidos y aprobados por unanimidad en votación ordinaria en la sesión del 3 de abril de 2013, como se hizo constar en el Acta 26 de esa fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 388 del 7 de junio de 2013 (páginas 15 a 32).

El texto aprobado en primer debate por la Comisión Segunda de la Cámara de Representantes fue publicado en la Gaceta del Congreso 284 del 17 de marzo de 2013 (página 5).
La ponencia positiva para segundo debate en la Cámara de Representantes, que aparece publicada en la Gaceta del Congreso 284 de 2012, fue presentada por el Representante Eduardo José Castañeda Murillo (páginas 1 a 6). 
En relación con el anuncio del proyecto de ley para segundo debate en la Cámara de Representantes, el Secretario General de dicha Corporación, el 21 de agosto de 2013, certificó que:

(…) 
… el Proyecto de ley en comento fue anunciado previamente a la votación en la sesión Plenaria del día 18 de junio de 2013, según consta en el Acta No. 215, para la sesión Plenaria del 19 de junio de 2013 o para la siguiente sesión Plenaria en la cual se debatan los Proyectos de Ley o Actos Legislativos, cumpliendo de esta manera con lo establecido en el inciso final del artículo 160 de la Constitución Política.
El Secretario General de la Cámara de Representantes informó a la Corte Constitucional que se encontraba pendiente la publicación del Acta de Plenaria 215 del 18 de junio de 2013.

En la misma certificación expedida por la Secretaría General de la Cámara de Representantes, se indica que en la sesión plenaria del día 19 de junio de 2013, que consta en el Acta No. 216 de esa fecha, a la cual se hicieron presentes 159 Representantes, fueron considerados y aprobados por unanimidad, en votación ordinaria, la ponencia para segundo debate, el articulado, el título y la pregunta “Quiere la plenaria que este proyecto sea Ley de la República”. Dicha acta se encuentra publicada en la Gaceta 461 de 2013.
El 16 de julio de 2013, el Presidente de la República sanciona la Ley 1663 de 2013, por medio de la cual se aprueba el instrumento internacional que es objeto de estudio. 

El texto de la Ley 1663 del 16 de julio de 2013 fue remitido a la Corte, por la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República, el 18 de julio de  2013, dentro del término de los seis días establecido por el artículo 241.10 de la Carta para ello.

Luego de estudiar el proceso de formación de la Ley 1663 del 16 de julio de 2013, “por medio de la cual se aprueba el “TRATADO DE EXTRADICIÓN ENTRE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Y LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS”, suscrito en la ciudad de México, el 1º de agosto de 2011”, el Ministerio Público no advierte la existencia de vicio alguno.
3.
Análisis material del Tratado de Extradición

De acuerdo con la exposición de motivos presentada en la Comisión Segunda del Senado de la República, el presente Tratado tiene como finalidad sustituir el Tratado de Extradición entre la República de Colombia y los Estados Unidos Mexicanos, suscrito el 12 de junio de 1998, aprobado por el Congreso de la República mediante la Ley 569 del 2 de febrero de 2000 y declarado exequible por la Corte Constitucional en sentencia C-1334 de 2000, MP. Alfredo Beltrán. De esta manera los dos países actualizan los mecanismos en un tema común como es la lucha contra la delincuencia y la cooperación judicial en materia penal.

La ley aprobatoria del Tratado consta de un preámbulo y 21 artículos.

El preámbulo contiene las razones por las cuales las Partes consideran necesaria la suscripción del Tratado. Básicamente son las siguientes: i) “…su profundo interés en combatir la delincuencia y la impunidad de sus actores”; ii) por el deseo “de mejorar la eficacia de la cooperación entre ambos países en la prevención y el combate al delito”; y iii) también, para reglamentar “de común acuerdo sus relaciones en materia de extradición, de conformidad con lo dispuesto en sus respectivas constituciones y los principios de derecho internacional, en especial el respeto a la soberanía nacional, igualdad entre los Estados y la no injerencia en los asuntos internos de cada Parte”.

En el artículo 1 del Instrumento las Partes establecen el compromiso de entregarse recíprocamente las personas procesadas penalmente o sentenciadas por la comisión de una conducta delictiva.
En el artículo 2, las Partes han dispuesto que la extradición procede con respecto a las conductas delictivas que sean sancionadas en las legislaciones de ambas partes, con una pena de prisión no menor a tres años, sin importar que las leyes penales de los Estados Partes usen una terminología distinta para designarlas. En este artículo se hace la salvedad que tratándose de solicitudes de extradición para el cumplimiento de sentencias en firme, la duración de la pena privativa de la libertad que le falte por cumplir al reclamado no debe ser menor a un año, en consideración al tiempo que tarda el trámite al interior de cada Estado. De igual forma se amplía el ámbito de aplicación a las conductas punibles contempladas en convenios multilaterales, de carácter universal o regional, de los cuales México y Colombia sean parte sin que en estos casos se tenga en cuenta el requisito de la pena mínima para extraditar.
El artículo 3 prevé la extradición para delitos fiscales en tanto sean considerados como punibles en la legislación de ambas Partes y estén sancionados con el mínimo de la pena al que se ha hecho referencia.

El artículo 4 señala las causales obligatorias y facultativas para denegar la extradición, atendiendo a principios de orden constitucional como la prohibición de la extradición para los delitos políticos, cuando el Estado requerido tenga motivos para creer que la solicitud de extradición tiene como finalidad perseguir o castigar a la persona por razones de raza, religión, nacionalidad, creencia u opiniones políticas, cuando se trate de un delito de naturaleza puramente militar, la aplicación del principio de cosa juzgada, la prescripción de la acción o de la pena, cuando la persona reclamada hubiera sido condenada o deba ser juzgada en la Parte Requirente por un Tribunal de excepción.
Las causales facultativas dejan en libertad a las partes para conceder o no la extradición, acorde con la legislación interna de cada Estado, entre las que se mencionan: la existencia de una investigación penal por los mismos hechos, el estado de salud de la persona requerida, la comisión parcial de un delito en territorio de la Parte requerida.
El artículo 5 consagra la posibilidad de extraditar a los nacionales bajo la entera discrecionalidad del Estado requerido, consagrándose de manera expresa que en caso de negación por esta causa, le asiste la obligación de juzgarlo bajo las leyes de su país.
En el artículo 6 se establece el principio de especialidad, connatural al mecanismo de extradición, el cual consiste en la prohibición de juzgar o sancionar a la persona extraditada por un delito anterior y distinto del que motivó la extradición, consagrando unas salvedades que son atribuibles a la persona reclamada; estableciendo también la posibilidad de que la Parte requerida dé su consentimiento, previa presentación por vía diplomática de la solicitud que eleve la Parte requirente en ese sentido, acompañada de la orden de aprehensión por el nuevo delito y las disposiciones legales correspondientes.

En el citado artículo se contempla la posibilidad de que ante un eventual cambio en la calificación jurídica del delito que motivó la extradición, la persona reclamada pueda ser juzgada y eventualmente condenada por la nueva conducta siempre que la misma esté fundada en el mismo conjunto de hechos, establecidos en la solicitud de extradición y la persona será sentenciada con el mismo máximo de penalidad establecido para el delito por el cual se concedió la extradición o con un pena menor.

El artículo 7 hace mención de la extradición sumaria, figura que permite a la persona reclamada manifestar su consentimiento a las autoridades de la Parte Requerida, esto es, una extradición sin mayores trámites, de conformidad con lo señalado sobre la materia en su legislación.
El artículo 8 define los aspectos de procedimiento para la presentación de solicitudes de extradición, estableciendo la vía diplomática como el medio legal para hacerlo, con el lleno de los requisitos que en él se establecen.
Los artículos 9 y 10 reglamentan el procedimiento para solicitar la detención o captura provisional de una persona procesada, acusada o sentenciada, estableciendo los requisitos que debe contener la petición y el plazo con que cuenta el Estado Requirente para allegar la documentación adicional que se considere omitida por parte del Estado Requerido.
En el artículo 11 se establece la forma en que se atenderán las solicitudes concurrentes de una solicitud de extradición, correspondiendo a la Parte Requerida determinar la prelación, tomando en consideración: la gravedad del delito; el tiempo y el lugar de la comisión del delito; las fechas de la solicitud; la nacionalidad de la persona reclamada; el lugar habitual de residencia del reclamado y la existencia de tratados internacionales en la materia con los otros Estados Requirentes.

El artículo 12 consagra la manera en que se decide la solicitud de la extradición por vía diplomática; los señalamientos que debe hacer la Parte Requerida en los eventos en que niegue la extradición; el plazo para llevar a cabo la entrega del reclamado cuando exista riesgo para su vida o su salud.
El artículo 13 establece que cuando existan procesos penales en curso o condenas en ejecución en su territorio, por delitos distintos de aquellos por los que se concedió la extradición, la Parte Requerida podrá diferir la entrega de la persona reclamada hasta la conclusión del procedimiento o la plena ejecución de la sanción que haya sido impuesta.
El artículo 14 consagra el procedimiento de entrega temporal que consiste en permitir que la persona respecto de quien se concedió su extradición, pero su entrega quedó aplazada o diferida, pueda ser entregada de manera temporal a la Parte Requirente para que allí pueda ser procesada debiendo ser devuelta a la Parte Requerida al terminar el proceso correspondiente.  En esta disposición se establecen los requisitos que debe contener la solicitud de entrega temporal y el término máximo de duración de la misma, tiempo que será tomado en cuenta como parte del cumplimiento de la sentencia impuesta en la Parte Requerida.

El artículo 15 determina que el procedimiento de las solicitudes de extradición  se sujetará a la legislación interna de la Parte Requerida.
El artículo 16 regula el procedimiento para la entrega de los artículos y  documentos que se encuentren en poder de la persona detenida. Esta disposición deja a salvo los derechos que pueda tener la Parte Requerida o terceros, sobre los objetos entregados, estableciendo la obligación para la Parte Requirente de devolverlos en el término que considere la Parte Requerida.
El artículo 17 reglamenta el tránsito por el territorio de una persona que no sea su nacional, entregada a la otra Parte por un tercer Estado, disposición que determina las responsabilidades en relación con la custodia y los gastos que tal medida demanden.

El artículo 18 refiere a los gastos y costos que resulten de una extradición, indicando que deben ser cubiertos por la Parte en cuyo territorio se eroguen y que los gastos de traslado correrán a cargo del Estado Requirente.

Los artículos 19 a 21 establecen los aspectos relacionados con la aplicación del Tratado de Extradición: la forma en que celebrarán las consultas y las controversias que surjan entre las Partes; el ámbito temporal de aplicación y la entrada en vigor y su terminación.
Esta Vista Fiscal quiere destacar que las disposiciones establecidas en el presente instrumento internacional, contentivo de normas que regulan la solicitud de extradición y el procedimiento para adelantarla entre los dos Estados Partes, son disposiciones muy claras, en tanto mencionan los requisitos para su aplicación entendibles para la persona procesada, acusada o sentenciada por la comisión de una conducta delictiva, así como para los Estados Unidos de México y Colombia, todo acorde con la legislación interna de cada Estado.
Así las cosas, el Ministerio Público considera que teniendo en cuenta la revisión del procedimiento legislativo del Tratado de Extradición y visto el contenido en los términos analizados, observa que el mismo, en forma general no vulneran la Carta Política.

Dentro del anterior contexto, el Tratado de Extradición objeto de estudio se ajusta a los mandatos superiores
 “en la medida en que, este tipo de tratados o acuerdos se erigen como mecanismos de colaboración entre los países para combatir el crimen y garantizar que no haya impunidad.  Adicionalmente, no constituyen un atentando contra la soberanía del Estado Colombiano, en razón a que, como se dijo en sentencia C-621 de 2001, “éste se reserva el derecho de decidir sobre al asunto, con lo cual se hace efectivo el artículo 9 de la Carta Política. Así mismo, ha manifestado que además de los límites impuestos por el artículo 35 de la Carta Política, dicha figura tiene otros, también de carácter constitucional, como son “el respeto a los derechos de toda persona, como el derecho a la defensa (artículo 29) o al debido proceso (artículo 29), así como el acatamiento de prohibiciones consagradas en la Carta, tales como la relativa a la imposición de la pena de muerte (artículo 11) o al sometimiento a tortura (artículo 12)”
.

4.
Conclusión
De acuerdo con lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional declarar la EXEQUIBILIDAD del “TRATADO DE EXTRADICIÓN ENTRE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Y LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS”, suscrito en la ciudad de México, el 1º de agosto de 2011” y de la Ley 1663 del 16 de julio de 2013, por medio de la cual se aprueba el citado instrumento internacional.
Señores Magistrados,
MARTHA ISABEL CASTAÑEDA CURVELO 
Viceprocuradora General de la Nación 

con funciones de Procuradora General de la Nación

GMR/Nroa
� Sentencia C-11 de 2010, en donde la Corte Constitucional declara la exequibilidad del ‘Acuerdo entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la República del Perú, modificatorio del Convenio Bolivariano de Extradición firmado el 18 de julio de 1911’, firmado en la ciudad de Lima, Perú, a los veintidós (22) días del mes de octubre de dos mil cuatro (2004) y  su ley aprobatoria.





� En ese sentido esta Corporación también ha señalado que “cuando un Estado decide, claro está de manera autónoma, si entrega o no a un sindicado solicitado en extradición para dar cumplimiento a compromisos asumidos soberanamente, no está cediendo o perdiendo soberanía sino ejerciéndola, como quiera que (...) la facultad de adquirir obligaciones internacionales es un atributo de la soberanía del Estado”: Ver sentencia C-780 de 2004. 
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